LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIPUTADO MIGUEL  ANGEL  MONRAZ  IBARRA

CON FECHA:   11  DE  JULIO  DEL  2002

DECRETO:   19674

CONSTITUCION  POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones conjuntas de Justicia y de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, que son a cargo de los suscritos, les fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen la Iniciativa de ley que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco y de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco, misma que fue presentada por el C. Diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra, proyecto que se dictamina en esta oportunidad de acuerdo a las siguientes:

CONSIDERACIONES


I.-  Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, la Comisión de Justicia tiene por objeto conocer de los asuntos relativos a la elección de Magistrados al Supremo Tribunal de Justicia, Tribunal Electoral y Tribunal de lo Administrativo, así como la de los consejeros integrantes del Consejo General del Poder Judicial. 


En los mismos términos, le corresponde a la comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, conocer de los asuntos relativos a reformas a la Constitución General de la República o a la Particular del Estado. 


II.-  Que el Diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra, en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción I y 35, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, presentó el pasado 11 de julio del 2002, iniciativa de ley que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Jalisco y de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Jalisco.

III.-  Que entre las propuestas presentadas por el Diputado Miguel Ángel Monraz Ibarra respecto de la Constitución Política del Estado de Jalisco, destacan las siguientes: 


a). La consecución de un real equilibrio de poderes, ha sido uno de los  objetivos principales sobre los que han girado las reformas políticas que ha vivido nuestra entidad. Estas reformas, que se han manifestado tanto en modificaciones legales como en nuevas formas de hacer política, reflejan el interés de los jaliscienses por contar con Poderes Legislativo y Judicial vigorosos e independientes del Ejecutivo y que se conviertan en realmente depositarios del Poder Público.


Este interés ha ido acompañado por la exigencia para estos dos poderes, de cumplir sus funciones con responsabilidad y eficiencia, coadyuvando al desarrollo y bienestar del Estado. En específico, ha sido señalada por diversos sectores de la sociedad, la urgente necesidad de una mejor y más clara impartición y administración de justicia, como medio indispensable para consolidar el Estado de Derecho.


Como medio para lograr esto se ha insistido en la necesidad de instaurar una carrera judicial. De igual forma se ha plasmado en el gran contrato social que es nuestra Constitución, la inamovilidad de los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia, buscando que estos servidores desarrollen sus funciones en un clima de independencia y alejados por completo de los trastornos y ambiciones políticas.


Para lograr esto se instauró un procedimiento objetivo en nuestra Constitución, buscando que sean verdaderos profesionales del Derecho, los que ocupan estas altas investiduras.

b). Sin embargo, dentro de este mecanismo hizo falta el señalamiento expreso de un procedimiento para la ratificación de los magistrados del órgano máximo de impartición de justicia en nuestro Estado por parte de esta Asamblea Legislativa. Como sabemos, estos magistrados duran en su encargo siete años, al término de los cuales pueden ser reelectos, continuando en esa función por diez años más.

Por tanto, hace falta un procedimiento que establezca que pasos se deben seguir para que el Congreso del Estado esté en condiciones de decidir si ratifica o no al magistrado en cuestión. De esta forma proponemos un procedimiento sencillo que de certidumbre a esta cuestión y que por tanto, evite problemas e intranquilidad al interior del Poder Judicial. 


c). Presentamos así, esta propuesta para reformar el artículo 61 de nuestra Carta Fundamental, en la cual, se establece que tres meses antes de que concluya el periodo de siete años para el que fue nombrado un magistrado, el Supremo Tribunal de Justicia elaborará un dictamen técnico en el que se analice y emita opinión sobre la actuación y la calidad del trabajo realizado por el magistrado.

La cuestión del dictamen técnico es importante, ya que se trata del dictamen de evaluación realizado por el órgano competente, es decir, del Supremo Tribunal de Justicia, respecto de la labor del magistrado. Esta situación toma trascendencia dada la falta de comunicación reciente entre el Supremo Tribunal de Justicia y el Congreso del Estado en lo relativo a ratificaciones de magistrados. 


En efecto, en los últimos casos de ratificación, la Comisión de Justicia de este órgano legislativo ha recibido documentación insuficiente de parte del Supremo Tribunal, lo que ha llevado incluso, a requerir la citada información mediante acuerdo económico. Esta situación debe cambiar, para evitar tropiezos y entorpecimientos al analizar la ratificación de magistrados.


Por lo tanto, se propone como primer paso para lograr todo esto, el señalamiento expreso en la Constitución, de la obligación del Supremo Tribunal de enviar el dictamen técnico. Este aspecto debe ser complementado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la enumeración de los elementos que debe integrar el citado dictamen.


d). Se establece también que ese dictamen técnico, así como el expediente del magistrado debe ser enviado al Congreso del Estado, reiterando, para que éste, estudie los citados documentos y pueda tomar una mejor decisión respecto a la ratificación o no ratificación de los magistrados, facultad soberana del Congreso del Estado que no puede ser limitada ni siquiera por el citado dictamen técnico. 

De igual forma se señala con precisión que en caso de que el Congreso del Estado resuelva la no ratificación, el magistrado cesará en sus funciones a la conclusión del periodo para el que fue designado y se procederá a realizar un nuevo nombramiento en los términos del título sexto, capítulo II de la Constitución, con lo que se deja de lado cualquier interpretación sobre ratificaciones tácitas para los magistrados. 


IV.-  Una vez estudiados los puntos que integran la iniciativa en comento, las Comisiones de Justicia y Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, proponemos lo siguiente:


a). Después de haber analizado detenidamente la iniciativa, consideramos pertinente que en este dictamen nos aboquemos únicamente al estudio de la Constitución, dado que las reformas a nuestra norma básica y fundamental responden a un procedimiento distinto, donde participan el Congreso del Estado y los 124 municipios de la entidad, conforme al artículo 117 de la Carta Fundamental jalisciense.


Así, los diferentes tiempos y personas que confluyen en una reforma constitucional y en una reforma legal hacen necesario que se estudien por separado ambas. Es por esto y acorde a una adecuada técnica legislativa que la iniciativa en estudio será objeto de dos dictámenes distintos,  dedicándose éste, como ya se señaló, al estudio de las reformas propuestas a la Constitución Política del Estado de Jalisco.


b). Entrando al análisis de las propuestas de reforma constitucional, los diputados integrantes de esta comisión apreciamos el propósito que impulsa al autor de la misma para reformar el marco normativo general que regula al Poder Judicial de nuestra entidad. 

En efecto, consideramos que la iniciativa responde a las nuevas exigencias de profesionalización del Poder Judicial del Estado, exigencia que se manifiesta no sólo en su elección, sino también en su ratificación y desempeño diario. De esta forma es menester que los magistrados, tanto del Supremo Tribunal de Justicia, así como del Tribunal de lo Administrativo y Tribunal Electoral, sean analizados en su actuación, mediante fórmulas objetivas que permitan apreciar si su labor se apega a las exigencias que la impartición de justicia implica.


c). Consideramos adecuado y obligatorio en función no sólo de estas exigencias, sino también de los criterios de los órganos jurisdiccionales federales, el establecimiento expreso de un procedimiento claro y concreto para la ratificación de los magistrados de nuestro máximo tribunal de impartición de justicia en el estado, así como del Tribunal Electoral, con pasos y requisitos claros, donde de igual forma, quede a salvo al facultad soberana de este órgano legislativo, representante de la voluntad popular, de decidir libremente sobre la ratificación de estos servidores públicos.

Por tanto, debe quedar claro en nuestra Carta Fundamental, que es el Congreso del Estado, el que decide libremente y evalúa el desempeño de los magistrados que integran el órgano de poder judicial de la entidad, en base a un dictamen técnico, y en caso de que la Asamblea Legislativa resuelva la no ratificación, el magistrado en cuestión cesa en sus funciones y se procede a realizar un nuevo nombramiento en los términos del título sexto, capítulo II de nuestra Carta Fundamental, dejando de lado, de esta forma, cualquier posible interpretación sobre la existencia de ratificaciones tácitas para los magistrados. 


Por todo lo anteriormente expuesto y de conformidad con los artículos 93, 94, 95 y 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, los suscritos integrantes de la Comisión de Justicia, sometemos a la elevada consideración de esta Asamblea, el siguiente: DICTAMEN DE LEY QUE REFORMA LOS ARTICULOS 61 Y 69 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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